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Controversia e incomodidad han provocado en la
izquierda una serie de declaraciones del econo-
mista Óscar Landerretche, luego de que este en-
tregara su apoyo a la candidata del Socialismo De-

mocrático, Carolina Tohá. En ellas, Landerretche sinceró su
reticencia a respaldar a Jeannette Jara o a Gonzalo Winter si
alguno de los dos se impone a Tohá en la primaria oficialista.
Pero no solo eso. El economista además expresó sus dudas
respecto de las reales convicciones del Frente Amplio. “Me
gustaría que si hay un gobierno de derecha traten de no de-
rribarlo y convertir el país en un maldito infierno”, dijo, para
luego preguntarse: “¿Estoy convencido de que eso no va a
ocurrir? No, no estoy convencido”.

Las declaraciones han ge-
nerado intenso debate porque
expresan aprensiones compar-
tidas por amplios sectores del
país y de la propia centroiz-
quierda: a casi seis años del es-
tallido de 2019 y a solo tres del
plebiscito constitucional de la Convención, resulta aún imposi-
ble abstraerse tanto de la legitimación que una parte de la iz-
quierda hizo de los hechos de violencia como de su apoyo ex-
plícito a un proyecto de Constitución refundacional que ten-
sionó al país hasta límites extremos. A la luz de esa experiencia
—cuyas consecuencias Chile aún está pagando—, las interro-
gantes planteadas por Landerretche no solo son pertinentes,
sino apremiantes. 

En efecto, es claro que en 2019 una parte de la izquierda
intentó interrumpir el itinerario constitucional. El Partido Co-
munista fue explícito en ello, cuando la misma mañana del 20
de octubre —aún humeantes las estaciones de metro arrasadas
la noche anterior— su entonces timonel solicitaba la renuncia
del Presidente Piñera. El Frente Amplio, en tanto, había apoya-
do las violentas evasiones que antecedieron al estallido y du-
rante los meses siguientes continuó jugando a la ambigüedad,
suscribiendo por un lado el acuerdo del 15 de noviembre, pero
cuestionando, por otro, los esfuerzos por restablecer el orden y
hasta calificando las barricadas como “legítimas expresiones
de resistencia”, en palabras del entonces diputado Boric; ello,

sin olvidar la presentación de una infundada acusación consti-
tucional contra Piñera. Hasta ahora, más allá de declaraciones
genéricas, no ha habido un ejercicio real de autocrítica respecto
de esas actuaciones, lo que justifica la pregunta de si podrían
repetirse. 

Al recordar esto, Landerretche ha suscitado la molestia de
los aludidos, pero también algunas expresiones de respaldo.
Punzante fue en ese sentido la timonel del PS, Paulina Vodano-
vic. “Subyace un temor de un sector importante de la pobla-
ción en relación a que cuando se justifica la violencia o se ha
justificado, es complejo. Entonces, a mí me parece que el Frente
Amplio tiene un doble discurso”, dijo. Paradójicamente, el co-
mando de Tohá, en cambio, se ha mostrado incómodo, inten-

tando marcar distancia de Lan-
derretche. 

Esa incomodidad se expli-
ca porque este episodio, junto
con abrir una necesaria discu-
sión, también ha hecho patente
el dilema que hoy enfrentan el

Socialismo Democrático y su candidata. En efecto, el problema
que subyace a los dichos del economista es que en el actual ofi-
cialismo (una coalición que, reveladoramente, carece de nom-
bre) conviven no solo visiones políticas diferentes, sino concep-
ciones muy distintas de la democracia. Así, mientras Tohá ha
buscado reivindicar la antigua Concertación, mueve a Winter el
espíritu refundacional que instaló al actual gobierno en el poder,
en tanto Jara representa posiciones en varios aspectos incompa-
tibles con el orden democrático liberal, como lo mostraron sus
dichos respecto de Cuba. Ante ello, no es extraño que potencia-
les votantes de la exministra del Interior se resistan a apoyar a
alguno de sus adversarios si ella pierde. Pero también de este
modo queda revelada la contradicción de fondo que existe entre
el esfuerzo emprendido por Carolina Tohá para relanzar un
proyecto de centroizquierda y su alianza con esa izquierda radi-
cal de la que muchos en su sector fundadamente desconfían. Al
ser parte de la misma primaria, la candidata ha atado el futuro
de dicho proyecto a lo que ocurra con el Frente Amplio y el PC,
arriesgando no solo una eventual derrota electoral, sino la pérdi-
da de identidad política y el desconcierto de sus adherentes.

Al ser parte de la misma primaria, la

candidata ha atado el futuro de su proyecto a

lo que ocurra con el Frente Amplio y el PC.

Landerretche y el dilema de Tohá

La Corte Suprema argentina, en un contundente fallo,
confirmó la condena a seis años de cárcel e inhabilita-
ción política perpetua que tribunales de primera y se-
gunda instancia habían impuesto a la expresidenta

Cristina Fernández de Kirchner. El pronunciamiento reconoce
que los fallos anteriores “se asentaron en la profusa prueba
producida”, que las sanciones “tutelan el sistema republicano
y democrático”, y que no cabía aceptar el recurso de queja pre-
sentado por la defensa. La señora Kirchner respondió con un
discurso cargado de insultos, en el cual insistió en que fue vícti-
ma de lawfare y de jueces parciales, “monigotes que responden
a mandos por encima de ellos”. Lo real es que, después de un
proceso que demoró 17 años, la justicia ha emitido un fallo sin
precedentes, que además pue-
de tener efectos significativos
en la política argentina. 

A Cristina Fernández se la
acusó de una “administración
fraudulenta en perjuicio del Es-
tado” en la denominada Causa
Vialidad. Según la justicia, la expresidenta y su marido, Néstor
Kirchner, crearon, poco antes de asumir este su mandato, en
2003, una empresa de construcción con el empresario Lázaro
Báez, la que ganó mediante irregularidades, entre ese año y
2015, un total de 51 licitaciones millonarias para obras públicas
en la provincia de Santa Cruz. Estas fueron pagadas con sobre-
precios de hasta 20 por ciento; además, la mitad de ellas no fue-
ron terminadas. Según los jueces y fiscales que investigaron, la
maniobra desfalcó al Estado en unos 70 millones de dólares.

La defensa argumentó que esas decisiones no las tomó la
expresidenta, sino que estaban en el presupuesto nacional
aprobado por el Congreso, pero la investigación apuntó a un
decreto presidencial que modificó un fideicomiso que permi-
tió “una fuente ilimitada de financiamiento” sin aparentes fis-
calizaciones, y a unos mensajes de texto que ordenaron “lim-
piar todo” antes del fin de su mandato. Tras ellos, Báez cobró
anticipadamente pagos de obras que nunca se completaron. El
empresario también fue condenado, junto a una veintena de

personas. Pero a la señora Kirchner todavía le falta enfrentar
otros tres juicios por corrupción: el de la causa Hotesur-Los
Sauces (que investiga el desvío de las platas de las licitaciones a
sus hoteles de la Patagonia), el del memorándum con Irán a
propósito del atentado a la Amia (investigación en que trabaja-
ba el fiscal Nieman, que apareció muerto en extrañas circuns-
tancias) y el de los “cuadernos de las coimas” (que tiene rela-
ción con las anotaciones del chofer de uno de sus ministros
sobre los encargos de recoger platas de sobornos). Probable-
mente pasen años antes de ver el final de esos juicios, pero con
el fallo del martes la justicia ha dado una señal contundente,
más aún considerando que la mayoría (9) de los 15 jueces que
intervinieron en todo el caso fueron designados por los gobier-

nos kirchneristas.
Es probable que Cristina

Fernández, por su edad y el
cargo que ostentó, cumpla la
sentencia en prisión domicilia-
ria, lo cual le permitirá seguir
participando en política desde

la titularidad del Partido Justicialista, no obstante haber queda-
do marginada del proceso electoral en el que pretendía postu-
lar a un escaño en el legislativo de la provincia de Buenos Aires.
Su papel era valorado en el peronismo por su capacidad de
atraer el voto partidista, pero también por ser una señal de uni-
dad, en momentos de tensiones internas. Aun así, tras veinte
años de liderazgo de los Kirchner, y luego de varias derrotas
electorales, el principal partido opositor parecía encaminado a
renovarse; el fallo los obliga, al menos por el momento, a man-
tenerse leales a la expresidenta. Axel Kicillof, el gobernador de
Buenos Aires, está en la primera línea de reemplazo, pero ten-
drá que esperar antes de intentar el asalto final. Mucho depen-
derá del resultado que obtenga en las elecciones de septiembre.
En cualquier caso, lo que parece el epílogo de la era K debiera
generar una reflexión en distintos sectores de la izquierda lati-
noamericana —incluidos algunos en nuestro propio país—
que quisieron ver una alternativa en el proyecto populista y
polarizador que Cristina encarnó.

Pese a sus reclamos de “lawfare”, 9 de los 15

jueces que intervinieron en el caso fueron

nombrados por gobiernos kirchneristas.

La corrupción de los Kirchner

Hay ciertas ad-
vertencias premoni-
torias. Entre 1986 y
2012, el crecimiento
económico prome-
dio fue 5,6%. Estába-
mos acostumbrados
a crecer fuerte y rápi-
do. De hecho, el 2012
Chile alcanzó un so-
ñado 6,2%. Mientras
seguíamos disfru-
tando del crecimiento, ese mismo año,
Alejandro Foxley nos advirtió sobre la
“trampa del ingreso medio”. Así fue. En-
tre el 2013 y 2024, crecimos solo un 2,1%.
Hoy nuestro crecimiento potencial no
supera el 2%. Y ahora discuti-
mos si durante este gobierno
podremos crecer un poquito
más que durante Bachelet II.
Será una lucha por las centési-
mas: 1,83% contra 1,76%.

Durante el primer gobier-
no de Piñera (2010-2013) crecimos un
5,4%. Al inicio celebrábamos nuestro
ingreso a la OCDE. Fuimos el primer
país sudamericano aceptado en ese ex-
clusivo club de los más ricos. Corrimos
como un puma hacia el oasis del desa-
rrollo hasta sofocarnos. Tal vez nos creí-
mos demasiado el cuento. Olvidamos
que todavía éramos un país de ingreso
medio. Pero como Latinoamérica nos
quedaba chico, mirábamos y copiába-
mos a los desarrollados. Mientras apro-
bábamos nuevas leyes y regulaciones,
nuestra burocracia seguía creciendo y
engordando.

El impacto del Mercado Urbano

Tobalaba (MUT) es admirable. Por ahí
circula un millón de personas al mes.
Pero si alguien quiere tomar una cerve-
za, se llevará una sorpresa. Muchos lo-
cales no pueden venderle una. Si usted
abre un restaurante o un bar, necesita
una patente para ofrecer alcohol. Y si tie-
ne apoyo y suerte, ese trámite puede de-
morar un año. Se necesitan aprobacio-
nes del SII, del SAG, de la Seremi, del
ISP, de la junta de vecinos e incluso ins-
pección de Carabineros antes de some-
terla al concejo municipal. ¿Se ha pre-
guntado por qué se necesita ese permiso
y cuál es su origen?

Esa patente nace en 1892. La idea era
controlar la ebriedad y también recau-

dar. En una época las cantinas las rema-
taban, lo que se usó para ganar votos.
Después se restringieron a un máximo
de 400 habitantes. Aumentó el consu-
mo de chicha. En 1988 se exigió la apro-
bación del concejo municipal para “otor-
gar, renovar, caducar y trasladar paten-
tes de alcoholes”. Y con la nueva ley del
2004 volvió la preocupación por el exce-
sivo consumo de alcohol, haciendo todo
aún más difícil. Algo similar ocurre con
el impuesto de timbres y estampillas. En
1866 se aprobó la ley de “papel sellado,
timbre y estampilla”. Se usó para bienes
raíces y para títulos de “abogados, médi-
cos o ingenieros”. Algunas universida-

des todavía exigen la compra de estam-
pillas para titularse. Entre 1925 y 1943,
hubo treinta nuevos cuerpos legales has-
ta llegar a la actual ley de “timbres y es-
tampillas”. Por lo menos ya no necesita-
mos el “papel sellado”.

Una investigación de Voces del
CEP reveló que el impacto de la permi-
sología asciende a un 7,3% del PIB.
Una desaladora demora en promedio
12 años para obtener su permiso. La
concesión de una carretera, una planta
de paneles o un hospital, 7. Un pro-
yecto minero 9, y un proyecto inmo-
biliario, 4, si tiene suerte con el temi-
do Consejo de Monumentos. Los in-
centivos perversos son evidentes.

Por de pronto, los permisos
son cada vez más valiosos.
Todo esto genera barreras de
entrada para la competencia.

La última encuesta CEP
nos entregó un resultado que
no debería sorprendernos

tanto. Al consultar “cuál debería ser la
primera prioridad del país en los próxi-
mos10 años”, el 2014 solo un 24% des-
tacaba el “alto crecimiento económi-
co”. Esa cifra se disparó al 44%. El
anhelo de volver a crecer está tan pre-
sente que incluso este gobierno —don-
de algunos impulsaban el decreci-
miento— hoy lo promueve. Hay va-
rias leyes y regulaciones que, después
de revisar su sentido e historia, debe-
rían ser derogadas. Es una oportuni-
dad para salir de la trampa del ingreso
medio que anticipó Alejandro Foxley.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

La trampa de la permisología

Tal vez nos creímos demasiado el cuento.

Olvidamos que todavía éramos un país de

ingreso medio. 

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Leonidas Montes

Las desprolijidades parecen
perseguir al Gobierno, agregando
cada vez nuevos ejemplos. 

En efecto, podría haberse pensa-
do que el caso Allende, con todos los
costos que le trajo al oficialismo, se-
ría ya una lección bien aprendida.
Sin embargo, lo ocurrido con la de-
signación de los miembros del con-
sejo a cargo del futuro Fondo Autó-
nomo de Protección Previsional
(FAPP) muestra que el problema no
abandona a la actual administración. 

Como se sabe, el FAPP es una
institución clave dentro de la refor-
ma de pensiones. Ella gestionará
tanto el 1,5% correspondiente al
“préstamo” reembolsable que los
cotizantes debe-
rán hacerle al Es-
tado como el 2,5%
que sumarán el
llamado bono ta-
bla y el seguro de invalidez y sobre-
vivencia. Tendrá así bajo su respon-
sabilidad millonarios fondos y será
el instrumento para conseguir algu-
nos de los objetivos centrales que el
Gobierno perseguía al modificar el
sistema, cuales eran financiar un au-
mento de las actuales pensiones y
compensar diferencias entre las jubi-
laciones de hombres y mujeres.

Por todo esto, se hubiera espe-
rado un cuidado extremo en cada
una de las decisiones destinadas a
implementar esta reforma. Sor-
prendentemente, sin embargo, el
viernes pasado se conoció la renun-
cia a su nominación por parte de la
economista Soledad Hormazábal,
luego de haberse esta percatado de
encontrarse en una causal de in-
compatibilidad, al participar su es-
poso en la propiedad de una Admi-
nistradora General de Fondos
(AGF). El punto es que el nombre de
Hormazábal —junto a los de los
otros cuatro consejeros— ya había
sido propuesto por el Gobierno al
Senado y aprobado por este.

Si la situación en sí misma re-

sulta bochornosa, aún más insólito
ha sido el intento de las autoridades
por restarle trascendencia, argu-
mentando que —dados los plazos
para la constitución del consejo—
habría suficiente tiempo para corre-
gir y nominar a un nuevo consejero.
El problema, sin embargo, no es ese,
sino el daño que este error genera en
las confianzas que demanda la ins-
talación de una institucionalidad
que entrega al Estado nuevas res-
ponsabilidades en una materia es-
pecialmente sensible para los ciuda-
danos. Después de todo, si hay una
falla en algo tan básico como el che-
queo de inhabilidades e incompati-
bilidades, ¿qué se puede esperar en

otras tareas de
complejidad in-
mensamente ma-
yor, como las que
por ejemplo de-

berá asumir el IPS en materia de ad-
ministración de cuentas?

Lejos de despejar aquellas du-
das, la subsecretaria de Hacienda,
en carta a este diario, ha procurado
deslindar responsabilidades, soste-
niendo que era la propia Hormazá-
bal quien debía haber chequeado
oportunamente su situación, al ser
ella quien conocía sus relaciones de
parentesco. El planteamiento es in-
quietante. Fue el Gobierno quien
propuso formalmente su nombre al
Senado y por lo tanto era su tarea
asegurar el efectivo cumplimiento
de las exigencias legales, recurrien-
do a todos los mecanismos de con-
trol posibles, incluida por cierto la
consulta a los propios interesados.
Los eventuales errores que otros
—como la nominada o los senado-
res que aprobaron su designa-
ción— pudieran haber cometido no
exculpan al Ejecutivo de su propia
falla. Pretender lo contrario e inten-
tar eludir esa responsabilidad solo
acrecienta la desconfianza respecto
del cuidado con que las autoridades
ejecutan sus funciones. 

Eludir responsabilidades solo

alimenta la desconfianza.

Bochorno en el FAPP

Es la única manera de sanar. Sanar una
relación, sanar el cuerpo, incluso sanar un
país. A través de la honestidad se puede lle-
gar a un diagnóstico a veces crudo pero cer-
tero de lo que se está
queriendo sanar. 

Si se trata de una
relación, la honesti-
dad me llevará a con-
cluir por qué estoy fa-
llando o si tal vez lo
que espero del otro es
una quimera y, hones-
tamente, debo revi-
sar mis expectativas.
Respecto del cuerpo,
debo ser honesta con-
migo misma y darme
cuenta que sé lo que
debo comer y hacer, pero honestamente no
lo logro y debo examinar esa arista (a veces
muy profunda y dolorosa). Si hablamos de
un país, tengo que aprender a distinguir qué
es lo que me gustaría que fuera la realidad y
cómo realmente es: con honestidad revisar
mis actos y plasmar mis expectativas, y en
esa revisión ver honestamente en qué me

equivoqué, hacerme cargo de eso primero
internamente y luego en lo público, con he-
chos concretos (y no más dichos). Porque
eso es lo esencial para la honestidad: los he-

chos que encarnan mi
deseo honesto.

Sin honestidad, lo
que hay es una opi-
nión a la que se le ha
dado importancia
porque es propia, una
idea que ha adquirido
el glamur de la “auto-
rrelevancia” y por lo
tanto es más atracti-
va que la razón, la ló-
gica o los hechos. Se
relaciona mucho con
lo egocéntrico, pero

eso ya será para otra reflexión...
Lo que nos falta, en todo ámbito, es ho-

nestidad. Y duele meterle honestidad a la vi-
da, en cualquier esfera. Pero es el único ca-
mino que nos puede aproximar a eso llama-
do “verdad”.

D Í A  A  D Í A

Honestidad
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